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Introducción 
 
España es el país de la Unión Europea (UE) que ha recibido un mayor número de 
inmigrantes en el presente siglo.1 Esto constituye un hecho realmente destacable, 
ya que ha pasado de ser un país de emigración a uno de inmigración en un per-
íodo muy corto de tiempo. En la actualidad, unos 5 millones de extranjeros 
residen en el país si se incluye a aquellos que son también ciudadanos de otros 
países de la UE.2  Los países con mayor número de ciudadanos que residen  en 
España son, por este orden, Rumania, Ecuador, Marruecos y Colombia.3  Por 
áreas geográficas, la más numerosa es América Latina con unos 2 millones de 
ciudadanos.4  En España también residen un número indeterminado de inmigran-
tes en situación irregular, entre 300,000 y 600,000 personas, dependiendo de las 
estimaciones.5 

La primera legislación sobre la materia data del año 1985 con la Ley Orgá-
nica 7/1985 sobre derechos y libertades de los extranjeros en España. Su 
promulgación se debió a la entrada de España en la UE un año después, en 1986. 
En el año 2000 se aprobó una nueva legislación (Ley Orgánica 4/2000 sobre de-
rechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social) que ha 
sido reformada en varias ocasiones.6 La última modificación se llevó a cabo en 
                                                 

1 Carmen González-Enríquez, “Country Report Spain” en Undocumented Migration. Counting 
the Uncountable. Data and Trends across Europe (Clandestino, 2009), 5. Disponible en: 
http://clandestino.eliamep.gr/wp-content/uploads/2009/02/spain.pdf  

2 Este trabajo, sin embargo, tratará exclusivamente sobre nacionales de terceros países. Este 
término comprende a aquellos extranjeros residentes en España que no son ciudadanos de la Unión.  

3 González-Enríquez, 4. 
4 Ibid., 4-5. 
5 Ibid., 46. 
6 Antes de la modificación actual, se habían producido reformas con las Leyes Orgánicas 

8/2000, de 22 de diciembre, 11/2003, de 29 de septiembre y 14/2003, de 20 de noviembre. 
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diciembre de 2009 con la publicación oficial de la Ley Orgánica 2/2009.7 Con 
esta modificación se han implementado diversas directivas europeas8 en la mate-
ria, dado que la UE tiene competencia para legislar en esta área desde la 
adopción del Tratado de Ámsterdam en 1999.9 

Este trabajo tiene por objeto analizar la manera en la cual España ha imple-
mentado algunos aspectos concretos de tres directivas europeas: la Directiva de 
residentes de larga duración, la Directiva de reunificación familiar y la Directiva 
de retorno de inmigrantes irregulares. Los aspectos a los cuales se dará mayor 
atención son las condiciones de integración (Directiva de residentes de larga du-
ración), los familiares incluidos en el concepto de familia (Directiva de 
reunificación familiar) y las condiciones bajo las que se puede producir la expul-
sión de un inmigrante irregular, en especial si se otorga un período de salida 
voluntaria, la prohibición de entrada posterior a la expulsión y la posible deten-
ción mientras se prepara la misma (Directiva de retorno). La elección de estos 
aspectos se debe a que responden a preguntas claves en las tres directivas y a que 
han sido objeto de debate durante la adopción de la nueva modificación de la Ley 
de extranjería en España. Las preguntas son: 

 
• ¿Qué condiciones han de cumplirse para obtener la residencia de larga 

duración? ¿Se ha de superar algún tipo de contrato de integración o 
examen antes de obtener una residencia más segura y con mayores dere-
chos? 

• ¿Qué familiares pueden venir a residir con un nacional de un tercer país 
que ya viva en un Estado miembro? 

• En caso de que un ciudadano extranjero se encuentre en situación irregu-
lar, ¿cuál es el procedimiento de expulsión si ésta llega a producirse?  

 
Mediante dicho análisis, el objetivo es comparar la implementación española 

con la transposición que han llevado a cabo otros Estados miembros. De este 
modo, se podrá analizar si se ha optado por una implementación restrictiva o 
abierta de dichas directivas. 
                                                 

7 Ley Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre, de reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de 
enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social. 

8 Una directiva europea es un acto legislativo de la UE que obliga a todos o parte de los 
Estados miembros en cuanto al objetivo a alcanzar, pero les permite elegir la forma y los medios 
para conseguir tales objetivos. Los Estados miembros cuentan con un plazo para la implementación 
de cada directiva que normalmente es de 2 años. 

9 Ver sobre este tema: Barbara Melis, Negotiating Europe’s Immigration Frontiers (The 
Hague: Kluwer Law International, 2001); Kay Hailbronner, Immigration and Asylum Law and 
Policy of the European Union (The Hague: Kluwer Law International, 2000); Andrew Geddes, 
Immigration and European Integration. Towards Fortress Europe? (Manchester/New York: 
Manchester University Press, 2000); Elspeth Guild, Immigration Law in the European Community 
(The Hague: Kluwer Law International, 2001). 
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Esta comparación es muy relevante dado que España ostenta desde enero de 
2010 la presidencia de la UE. La reciente adopción del nuevo programa de 5 años 
en el área de libertad, seguridad y justicia (programa de Estocolmo) supone que 
España jugará un papel muy relevante a la hora de dar forma al futuro desarrollo 
de la política migratoria en la Unión. Esta política migratoria ha sido severa-
mente criticada en numerosas ocasiones, en especial por parte de América Latina, 
considerada como un socio estratégico.10 España tiene una excelente oportunidad 
de empezar a tener en cuenta la visión de los países latinoamericanos en materia 
migratoria en la próxima cumbre América Latina y Caribe-UE, que tendrá lugar 
en mayo de 2010 en Madrid bajo presidencia española de la Unión.  
 
La Directiva de Residentes de Larga Duración  
 
La Directiva de residentes de larga duración fue aprobada por el Consejo a fina-
les del año 2003 y debía ser implementada por los estados miembros antes del 23 
de enero de 2006.11 La tardanza en su transposición por parte de España supuso 
que fuera condenada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas.12 

La Directiva tiene dos objetivos fundamentales. Por una parte, establece las 
condiciones para obtener la residencia de larga duración para los nacionales de 
terceros países que hayan residido cinco años de manera regular en la UE. Esta 
residencia de larga duración conlleva igualdad de trato en diversas áreas (laboral, 
educativa, seguridad social, etc.…) así como una mayor protección contra una 
posible expulsión del país.  Por otra parte, la Directiva regula el modo en que al-
guien con residencia de larga duración en un Estado miembro puede estudiar, 
trabajar o simplemente residir en un segundo Estado de la UE.13 

La obtención de la residencia de larga duración está supeditada al cumpli-
mento de dos condiciones obligatorias: tener recursos fijos y regulares y, en 
segundo lugar, un seguro de enfermedad. La Directiva también establece una 
                                                 

10 Ver por ejemplo: Declaración de Lima, “Respondiendo Juntos a las Prioridades de Nuestros 
Pueblos”, Quinta Cumbre América Latina y Caribe-Unión Europea, Lima, 16 de mayo de 2008. 
Sobre la relación America Latina y Caribe-UE ver: Aimee Kanner Arias, “Challenges and 
Opportunities: European Union and Latin American Relation alter Lima and Lisbon” en Lisbon 
Fado: The European Union under Reform, eds. Joaquín Roy y Roberto Domínguez, 219 (Miami: 
Miami-Florida European Union Centre/ Jean Monnet Chair, 2009). 

11 Directiva 2003/109/CE del Consejo, de 25 de noviembre de 2003, relativa al estatuto de los 
nacionales de terceros países residentes de larga duración, DO L 16 de 23.1.2004, p. 44/53. 

12 Asunto C-59/07 Comisión de las Comunidades Europeas/ Reino de España, 15 noviembre 
2007, (2008/C 8/07). 

13 Para un análisis más extenso de la Directiva ver: Steve Peers, “Implementing Equality? The 
Directive on Long Term Resident Third Country Nationals”, European Law Review 29, no. 4 
(2004): 437; Kees Groenendijk, “The Long-Term Residents Directive, Denizenship and 
Integration” en Whose Freedom, Security and Justice? EU Immigration and Asylum Law and 
Policy, eds. A. Baldaccini, E. Guild y H. Toner, 429 (Oxford: Hart Publishing, 2007). 
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condición no obligatoria: cumplir las medidas de integración que se impongan de 
conformidad con la legislación nacional. Por tanto, los Estados miembros pueden 
decidir si imponen esta última condición o no. Dicha condición de integración ha 
suscitado una gran controversia, ya que no tiene límites aparentes definidos en la 
propia Directiva. De hecho, se la ha considerado como el mayor “talón de Aqui-
les” de la Directiva ya que puede impedir el acceso a la residencia de larga 
duración para muchas personas.14  

En efecto, numerosos Estados de la Unión han establecido diversas condicio-
nes de integración, bien mediante contratos o bien mediante exámenes que se han 
de superar antes de obtener la residencia de larga duración. Dichos contratos y 
exámenes exigen a los nacionales de terceros países demostrar que dominan el 
idioma y en muchos casos la historia, la cultura o la legislación del país en el que 
se quiere obtener la residencia permanente. La proporcionalidad de dichos con-
tratos y exámenes ha sido puesta en duda por diversos investigadores. Esto se 
debe a que se ha de asistir a cursos, en muchos casos obligatorios, extremada-
mente largos (hasta 900 horas), con un precio excesivo, y el no superarlos con 
éxito conlleva en muchos casos la expulsión o amenaza de expulsión del país.15 
No parece, por tanto, que estas prácticas casen muy bien con el objetivo último 
de la Directiva: otorgar la residencia de larga duración, y con ello un estatuto 
jurídico más seguro, a aquellas personas que hayan residido de manera regular 
cinco años en un estado miembro.16 

El debate sobre la idoneidad de imponer un contrato de integración en España 
surgió durante la última campaña electoral para las elecciones generales en el año 
2008. El partido de la oposición  (Partido Popular) propuso un contrato de inte-
gración de un modo abstracto, ya que no explicó ni su contenido ni los requisitos 
para cumplir con el mismo. Más adelante, también realizó una proposición de ley 
sobre el tema.17 Durante los debates que llevaron a la adopción de la nueva 
modificación de la Ley de inmigración no se aceptaron dichas propuestas. En 
consecuencia, la nueva legislación española no incluye la exigencia de cumpli-
                                                 

14 Sonja Boelaert-Suominen, “Non-EU Nationals and Council Directive 2003/109/EC on the 
Status of Third-country Nationals who are Long-term Residents: Five Paces Forward and Possibly 
Three Paces Back” Common Market Law Review 42, no.4 (2005): 1011, en p. 1023. 

15 Ver por ejemplo sobre el caso francés: Sergio Carrera, In Search of the Perfect Citizen? The 
Intersection Between Integration, Immigration and Nationality in the EU (Nijmegen: Wolf Legal 
Publishers, 2008), 306. 

16 Sobre la posible futura interpretación del Tribunal de Justicia de los requisitos de 
integración ver: Diego Acosta, “Directive 2003/109 on Long-term Residence for Third-country 
Nationals: Possible Future Interpretation by the European Court of Justice” en Law and Outsiders: 
Norms, Processes and ‘Othering’ in the 21st Century, eds. Cian Murphy y Penny Green (Oxford: 
Hart Publishing, 2010). 

17 El grupo parlamentario del Partido Popular en el congreso realizó de nuevo dicha propuesta 
en una Proposición de Ley de modificación de la Ley Orgánica de inmigración. Ver Proposición de 
Ley, 21 de noviembre de 2008, serie B, Núm. 135-1, Disposición final primera.  
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miento de un contrato de integración o de superación de un examen para obtener 
la residencia de larga duración.  

Si se compara el caso español con el resto de los 27 países de la UE, se ob-
serva que España ocupa junto a Bulgaria, Bélgica, Finlandia, Hungría, Malta, 
Polonia, Eslovenia y Suecia el grupo de Estados miembros que no incluyen una 
condición de integración para obtener la residencia de larga duración. El resto de 
países o bien exigen pasar un examen de diversa dificultad a la hora de obtener 
dicho estatuto jurídico tras 5 años residiendo en el país18, o bien obligan al nacio-
nal del tercer país a iniciar su integración desde su llegada en el primer año 
(mediante la firma de un contrato de integración en algunos casos).19 

Como bien se ha señalado anteriormente, es de prever que el Tribunal de 
Justicia entre a valorar los requisitos de integración que se imponen en determi-
nados Estados. Dichos requisitos habrán de ser confrontados con los principios 
generales de Derecho Europeo como la efectividad y la proporcionalidad, y es 
dudoso que muchas de las prácticas europeas puedan superar dicha prueba.20 Co-
mo señaló acertadamente el propio Tribunal en el Asunto Parlamento Europeo 
contra Consejo de la Unión Europea: 

 
La inexistencia de definición del concepto de integración no puede interpre-
tarse como una autorización conferida a los Estados miembros para utilizar 
este concepto de forma contraria los principios generales del Derecho comu-
nitario y, más concretamente, a los derechos fundamentales.21 (…)  
 
Es por todo ello que la opción legislativa española parece más coherente con 

el espíritu y objetivos de la Directiva, que busca otorgar una residencia jurídica 
más segura a aquellos ciudadanos de terceros países que hayan residido en la 
Unión durante 5 años, y que tengan recursos fijos y regulares y seguro de enfer-
medad. 
 
La Directiva sobre el Derecho a la Reagrupación Familiar 
 
La Directiva sobre el derecho a la reagrupación familiar fue aprobada por el Con-
sejo a finales del año 2003 y debía ser implementada por los Estados miembros 

                                                 
18 Estonia, República Checa, Portugal, Letonia, Rumania, Grecia, Chipre, Lituania, 

Eslovaquia, Irlanda y Reino Unido (éstos dos últimos países no están obligados ni sujetos por la 
aplicación de la Directiva). 

19 Esto sucede en los Países Bajos, Austria, Francia, Alemania, Luxemburgo, Italia y 
Dinamarca (éste último país no está obligado ni sujeto por la aplicación de la Directiva).   

20 Ver Diego Acosta, “Directive 2003/109 on Long-term Residence for Third-country 
Nationals: Possible Future Interpretation by the European Court of Justice”. 

21 Asunto C-540/03, Parlamento Europeo contra Consejo de la Unión Europea, 27 de junio de 
2006, Recopilación de Jurisprudencia 2006 página I-05769, apartado 70. 
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antes del 3 de octubre de 2005.22 España entendió que la Directiva ya estaba im-
plementada en su ordenamiento jurídico mediante la Ley Orgánica anterior. En 
cualquier caso, la nueva modificación acarrea elementos novedosos en esta área. 

La Directiva de reunificación familiar tiene como objetivo “fijar las condi-
ciones en las cuales se ejerce el derecho a la reagrupación familiar de que 
disponen los nacionales de terceros países que residen legalmente en el territorio 
de los Estados miembros” (Artículo 1).23 

Como se ha señalado anteriormente, se mencionarán los familiares que pue-
den ser reagrupados, ya que éste ha sido el aspecto más debatido en la nueva 
reforma en España. La Directiva distingue dos grupos de familiares. Por una 
parte se encuentra la familia núcleo, que comprende a aquellos que deben ser 
admitidos necesariamente (cónyuge e hijos menores de edad propios y del 
cónyuge, incluidos los adoptivos). Por otra parte, el Estado miembro puede deci-
dir si admite a otros familiares establecidos en la Directiva (ascendientes 
dependientes en línea directa y primer grado, hijos mayores de edad, solteros y 
dependientes, la pareja no casada o la pareja registrada y sus hijos menores).  

España permite la entrada de la familia núcleo así como de los hijos del resi-
dente y del cónyuge, mayores de 18 años que tengan discapacidad y no puedan 
proveer a sus propias necesidades.24 Con la anterior legislación, España también 
permitía la entrada de los ascendientes del reagrupante o de su cónyuge cuando 
estuviesen a su cargo y existiesen razones que justificasen la necesidad de autori-
zar su residencia en España. La nueva modificación conlleva dos importantes 
novedades de carácter restrictivo: en primer lugar, los ascendientes deben de 
serlo en primer grado. En segundo lugar, los ascendientes han de ser mayores de 
65 años. Dicha modificación desató las críticas de diversos organismos.25 Es por 
ello que finalmente se añadió una nueva cláusula permitiendo excepcionalmente 
la reagrupación del ascendiente menor de sesenta y cinco años cuando concurran 

                                                 
22 Directiva 2003/86/CE del Consejo, de 22 de septiembre de 2003, sobre el derecho a la 

reagrupación familiar, DO L 251 de 3.10.2003, p. 12/18. 
23 Para un análisis más extenso de la Directiva ver: Helen Oosterom-Staples, “The Family 

Reunification Directive: A Tool Preserving Member State Interest or Conducive to Family Unity?” 
en A. Baldaccini, E. Guild y H. Toner (Eds), Whose Freedom, Security and Justice? , 2007, Hart 
Publishing, Oxford/Portand, pp 451-488; Steve Peers, “Family Reunion and Community Law”, en 
N Walker (ed), Europe’s Area of Freedom, Security and Justice , 2004, OUP, Oxford, pp 143-197; 
Groenendijk, C.A., Fernhout, R., Dam, D.P.L.M. van & Oers, R. van, The Family Reunification 
Directive in EU Member States. The First Year of Implementation, 2007, Nijmegen, Wolf Legal 
Publishers. 

24 Artículo 17 de la Ley Orgánica 2/2009. 
25 Ver por ejemplo: Subcomisión Extranjería Consejo General Abogacía Española, “La 

Subcomisión de Extranjería del Consejo General de la Abogacía ante el Anteproyecto de Reforma 
de la Ley de Extranjería”, p. 11; Foro para la integración social de los inmigrantes, “Dictamen 
sobre el anteproyecto de la Ley Orgánica 4/2000”, FISI/2009/D1, p. 22. 
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razones de carácter humanitario.26 Ha de señalarse, no obstante, que no hay tan-
tos Estados de la Unión que permitan la reagrupación de los ascendientes. Entre 
ellos se puede destacar a la República Checa27, Rumania28, Portugal29 o Eslove-
nia30. Por tanto, España se mantiene, en este sentido, entre los que encabezan una 
regulación más abierta en la materia. 

Por otra parte, la nueva legislación también incluye una modificación de 
carácter más positiva que la anterior. Se trata de la inclusión de la posibilidad de 
reagrupación de la persona que mantenga con el reagrupante una relación de 
afectividad análoga a la conyugal y que la acredite debidamente. De nuevo, no 
existen tantos Estados que permitan esta posibilidad. Podemos destacar a 
Luxemburgo31, Finlandia32 y Lituania,33 entre otros.   

Consecuentemente, España ha optado por una implementación más abierta 
que la de otros Estados miembros que sólo permiten la entrada a aquellas perso-
nas que constituyen el núcleo familiar.34 Es por ello que se puede entender que la 
nueva modificación contiene aspectos positivos si se comparan con otras legisla-
ciones de su entorno. A pesar de las críticas a la nueva restricción de los 
ascendientes, hay que señalar que España sigue manteniéndose entre los países 
más abiertos en esta materia. 
 
La Directiva de Retorno 
 
La Directiva de Retorno fue aprobada por el Parlamento y el Consejo en diciem-
bre del 2008 y ha de ser implementada por los estados miembros antes del 24 de 
diciembre de 2010.35 Su negociación y posterior aprobación fue objeto de una 

                                                 
26 Artículo 17(d) de la Ley Orgánica 2/2009.   
27 Artículo 42(a) del Acta 326/1999 sobre residencia de extranjeros en el territorio de la 

República Checa.. 
28 Artículo 46 de la  “Emergency Ordinance 194/2002” en Rumania. 
29 Artículo 99 de la Ley portuguesa 23/2007. 
30 Artículo 36(3) de la Ley eslovena de inmigración. 
31 Artículo 70(1)(b) de la Loi du 29 août 2008 portant sur la libre circulation des personnes et 

l’immigration.  
32 Artículo 37(1) de la Ley de inmigración finlandesa. 
33 Artículo 2(26) de la Ley lituana de inmigración. 
34 Por ejemplo Austria, Bulgaria, Chipre, Grecia, Polonia, Malta o Francia sólo permiten la 

entrada de cónyuge e hijos. Ver Diego Acosta, “Immigration in the European Union: Family 
Reunification after the Metock Case” UCD Law Review 9, (2009). 

35 Directiva 2008/115 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 2008, 
relativa a normas y procedimientos comunes en los Estados miembros para el retorno de los 
nacionales de terceros países en situación irregular, DO L 348 de 24.12.2008, p. 98/107. 
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gran controversia por su carácter restrictivo.36 España es uno de los primeros 
estados que la transpone con la actual Ley Orgánica.  

La Directiva de retorno tiene como objetivo fijar las normas y procedimien-
tos de expulsión de los nacionales de terceros países que se encuentren en un 
Estado miembro en situación irregular (Artículo1).37 

Como se puso de relieve en la introducción, a continuación se analizarán al-
gunos aspectos que tienen que ver con la expulsión de un ciudadano en dicha 
situación. En concreto, se observará el período de salida voluntaria, la prohibi-
ción de entrada y la posibilidad de detención. Estos tres aspectos están 
intrínsicamente unidos y han sido objeto de un gran debate durante la reforma de 
la Ley de inmigración en España (en especial la ampliación del período de deten-
ción) y de duras críticas por parte de organizaciones internacionales y gobiernos, 
en especial en América Latina.38 

De manera sucinta, estos tres elementos pueden explicarse de la manera si-
guiente: si se le otorga un período de salida voluntaria a un inmigrante en 
situación irregular, las autoridades no tendrán la obligación de establecer una 
prohibición de entrada (de hasta 5 años) y, además, el inmigrante no será dete-
nido. Si, por el contrario, no se ofrece un período de salida voluntaria, las 
autoridades tendrán la obligación de imponer una prohibición de entrada y la de-
tención (de hasta 18 meses según la Directiva) será una alternativa mientras se 
prepara su expulsión en caso de que no haya otras medidas eficaces de carácter 
menos coercitivo. El período de salida voluntaria puede denegarse cuando exista 
riesgo de fuga, cuando se desestime una solicitud de permanencia legal por ser 
manifiestamente infundada o fraudulenta o cuando la persona de que se trate re-
presente un riesgo para el orden público, la seguridad pública o la seguridad 
nacional (Artículo 7.4). Por lo tanto, es importante ver el modo en que los Esta-
dos miembros han implementado la posibilidad de otorgar un período de salida 
voluntaria. 

La nueva Ley introduce en España la figura del regreso voluntario, con un 
plazo de entre 7 y 30 días, que no existía anteriormente (Artículo 63. bis 2)). La 
concesión del período de salida voluntaria no cabrá cuando se produzca riesgo de 
incomparecencia, cuando el extranjero represente un riesgo para el orden público, 
la seguridad pública o la seguridad nacional o cuando el extranjero evite o difi-

                                                 
36 Sobre las negociaciones ver: Diego Acosta, “The Good, the Bad and the Ugly in EU 

Migration Law: Is the European Parliament Becoming Bad and Ugly (The Adoption of Directive 
2008/115: The Returns Directive)” European Journal of Migration and Law 11, no. 1 (2009):19. 

37 Para un análisis más extenso de la Directiva ver: Anneliese Baldaccini, “The Return and 
Removal of Irregular Migrants under EU Law: an Analysis of the Returns Directive” European 
Journal of Migration and Law 11, no.1 (2009): 1. 

38 Ver Diego Acosta, “Latin American Reactions to the Adoption of the Returns Directive” 
(Centre for European Policy Studies, 13 November 2009, Brussels, Belgium.). Disponible en: 
http://www.ceps.eu/book/latin-american-reactions-adoption-returns-directive 
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culte la expulsión (Artículo 63. 1) c)). Este último supuesto no parece estar en 
consonancia con lo establecido por la Directiva. En cualquier caso, parece que la 
legislación española va en la dirección correcta de privilegiar la salida voluntaria 
como establece la propia Directiva europea. Además, la prohibición de entrada se 
reduce de un máximo de 10 años a 5, en línea con la legislación europea. Este 
período puede ampliarse a 10 años en situaciones excepcionales.39  

En el lado negativo cabe destacar el incremento del período de tiempo de la 
posible detención de 40 a 60 días. Esto ha sido criticado pero ha de destacarse 
que, a pesar de la ampliación del plazo, España sigue teniendo un período de de-
tención muy breve si se compara con el resto de países. Por ejemplo, antes de la 
adopción de la Directiva, había diversos países que no imponían ningún límite a 
dicho período (Bulgaria, Chipre, Estonia o Finlandia)40 y otros que imponían 
períodos muy superiores a los 60 días, como los 5 meses en Bélgica, los 12 en 
Polonia o los 18 en Alemania.41 

Además, si se compara la ampliación de 20 días en el caso español con la lle-
vada a cabo en Italia (que ha pasado de los 60 días a los 6 meses máximos 
permitidos por la Directiva)42 o Grecia (que ha pasado de 3 a 12 meses)43 se 
puede constatar que España sigue teniendo una legislación más garantista con los 
derechos de los inmigrantes en situación irregular. Es importante, en este sentido, 
que se aplique de modo generoso el período de salida voluntaria que excluye la 
detención del inmigrante. 
 
Conclusión 
 
El presente documento ha realizado una primera aproximación a algunos de los 
temas más polémicos de la última reforma de la Ley de extranjería en España. Si 
bien es cierto que el alcance limitado de la reforma podía poner en duda su ido-
neidad en un momento económico complicado como el que atraviesa España 

                                                 
39 En concreto cuando el nacional de un tercer país suponga una amenaza grave para el orden 

público, la seguridad pública, la seguridad nacional o para la salud pública. Artículo 58. 1) y 2), de 
la Ley Orgánica 2/2009. 

40 Estos países deberán reducir el tiempo de detención a un máximo de 18 meses al 
implementar la Directiva. 

41 Ver STEPS, The Conditions in Centres for Third Country Nationals (Detention Camps, 
Open Centres as well as Transit Centres and Transit Zones) with a Particular Focus on Provisions 
and Facilities for Persons with Special Needs in the 25 EU Member States (Brussels: European 
Parliament Committee on Civil Liberties, Justice and Home Affairs, 2007). 

42 Ver Ley de 15 de julio de 2009, No. 94, Disposizioni in materia di sicurezza publica, 
Artículo 14.5). 

43 Ver Artículo 48 de la Ley 3772/2009 que modifica al Artículo 76 de la Ley griega de 
Inmigración 3386/2005. 
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ahora.44 Se ha dejado constancia de que la reforma aporta noticias positivas y 
negativas desde el punto de vista de los derechos de los inmigrantes, tanto para 
aquellos que se encuentran en situación regular como para aquellos que residen 
de forma irregular. Se ha puesto de relieve también cómo España es uno de los 
países con mejores garantías para los nacionales de terceros países en diversos 
aspectos como la reunificación familiar, el acceso a la residencia de larga dura-
ción o los derechos de los inmigrantes irregulares a la hora de ser expulsados. Es 
evidente que este documento no pretende cubrir todas las áreas en la cuales se 
podría realizar un análisis comparativo, sino sólo aquellas que han sido más 
polémicas en la última reforma migratoria. 

España, por tanto, tiene una inmejorable oportunidad para influenciar la polí-
tica migratoria europea durante la presidencia de la Unión que ostenta en la 
actualidad, por varios motivos: 

En primer lugar, tiene autoridad moral para pronunciarse sobre temas migra-
torios al haber sido el país de la Unión que más inmigrantes ha recibido en el 
presente siglo. El hecho de que implemente las directivas en la materia sin tener 
que optar necesariamente por la opción más restrictiva posible demuestra al resto 
de países que se pueden tomar decisiones políticas que contribuyan a regular la 
inmigración de un modo ordenado sin lesionar los legítimos derechos de los na-
cionales de terceros países. 

En segundo lugar, España tiene una relación privilegiada con América La-
tina, que ha sido reconocida como un socio estratégico para la Unión en diversas 
ocasiones. América Latina ha condenado algunas de las recientes políticas de la 
UE en el área, especialmente tras la adopción de la Directiva de retorno. Es por 
ello que España tiene una excelente oportunidad de tomar en cuenta alguna de 
estas críticas y sugerencias durante la cumbre América Latina y Caribe-UE de 
mayo de 2010. España puede, por tanto, tomar la iniciativa para sugerir a otros 
países que implementen la legislación sobre inmigración de un modo que reco-
nozca mayores derechos de los nacionales de terceros países. 

En tercer lugar, se ha aprobado por el Consejo Europeo el 11 de diciembre de 
2009 el nuevo programa plurianual (para los años 2010-2014) en el área de Li-
bertad, Seguridad y Justicia, también conocido como Programa de Estocolmo.45 
Dicho programa cuenta entre sus prioridades gestionar de una manera eficiente la 
inmigración, teniendo en cuenta las futuras necesidades de Europa debido a su 
baja natalidad y a la demanda de trabajadores. El programa señala la necesidad 
de fomentar políticas proactivas a favor de los inmigrantes y sus derechos, 
otorgándoles derechos comparables así como oportunidades y responsabilida-
des.46 Se señala asimismo un viejo concepto: la integración de los inmigrantes es 
                                                 

44 David Moya, “La Reforma de la Ley de Extranjería” (Real Instituto Elcano, Documento de 
Trabajo 20/2009, 22/04/2009, Madrid). 

45 Conclusiones del Consejo Europeo, Bruselas 11 de Diciembre de 2009. 
46 Programa de Estocolmo, Bruselas, 2 de diciembre de 2009, 17024/09 p. 64. 
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un proceso que va en dos direcciones y que requiere, por tanto, un esfuerzo de los 
países de acogida y de los propios inmigrantes. El programa también apuesta por 
el diálogo y la cooperación con otras áreas geográficas como Asia y América 
Latina. España ha de cerciorarse de que los primeros pasos en la implementación 
de este nuevo programa, a través de propuestas legislativas como la de los traba-
jadores de temporada y la de los trasladados por sus empresas47, vayan en línea 
con el respeto a los derechos de los nacionales de terceros países que residen en 
la Unión. 

En conclusión, España ha de situarse a la vanguardia en el diálogo con Amé-
rica Latina en temas migratorios y ha de apostar por una política migratoria 
abierta que tenga en cuenta las necesidades de Europa y busque, siempre, una 
postura abierta hacia los derechos de los “nuevos ciudadanos europeos”. 

 
 

 
 

                                                 
47 Carmen González-Enríquez y Alicia Sorroza Blanco, “¿Hacia una Política Europea de 

Inmigración? Un Desafío para la Presidencia Española de 2010” (Real Instituto Elcano, Documento 
de Trabajo 57/2009, Madrid, España). 

 


